LEGISLATURA  DEL  ESTADO
EXPOSICION  DE  MOTIVOS

DICTAMEN DE INICIATIVA PRESENTADA POR LOS DIPUTADOS; JORGE ARISTOTELES SANDOVAL DIAZ, HORTENSIA MARIA LUISA NOROÑA QUEZADA, FRANCISCO JAVIER HIDALGO Y COSTILLA HERNANDEZ, FELIX BAÑUELOS JIMENEZ, SALVADOR BARAJAS DEL TORO, JESUS CASILLAS ROMERO, MARIA DEL ROCIO CORONA NAKAMURA, SALVADOR COSIO GAONA, JOAQUIN DOMINGUEZ BENITEZ, JUVENAL ESPARZA VAZQUEZ, ENRIQUE GARCIA HERNANDEZ, JOSE MARIA ARTEAGA, JOSE ANGEL GONZALEZ ALDANA, JAVIER HARO TELLO, RAMIRO HERNANDEZ GARCIA, ALBERTO MALDONADO CHAVARIN JESUS ELIAS NAVARRO ORTEGA, JULIAN OROZCO GONZALEZ, ARMANDO PEREZ OLIVA, MANUEL BENITO VILLAGOMEZ RODRIGUEZ, LUIS ALEJANDRO RODRIGUEZ, CELIA FAUSTO LIZAOLA, ROBERTO LOPEZ GONZALEZ, JOSE ANTONIO MENDOZA AZPEITIA Y JORGE URDAPILLETA NUÑEZ.

INTEGRANTES DE LA  LVII  LEGISLATURA.

CON  FECHA:    4 DE AGOSTO DEL 2005.

DECRETO:   21790   (VETADO)
LEY DE HACIENDA MUNICIPAL
DEL  ESTADO  DE  JALISCO
CIUDADANOS  DIPUTADOS

P R E S E N T E:

A las Comisiones de Puntos Constitucionales, Estudios Legislativos y Reglamentos y Comisión de Hacienda y Presupuestos, les fue turnada para su estudio y dictamen la iniciativa de decreto remitida por los diputados integrantes de esta Quincuagésima Séptima Legislatura, Jorge Aristóteles Sandoval Díaz: Hortensia María Luisa Noroña Quezada, Francisco Javier Hidalgo y Costilla Hernández, Félix Bañuelos Jiménez, Salvador Barajas del Toro, Jesús Casillas Romero, María del Rocío Corona Nakamura, Salvador Cosio Gaona, Joaquín Domínguez Benitez, Juvenal Esparza Vázquez, Enrique García Hernández, José María Arteaga, José Angel González Aldana, Javier Haro Tello, Ramiro Hernández García, Alberto Maldonado Chavarín, Jesús Elías Navarro Ortega, Julián Orozco González, Armando Pérez Oliva, Manuel Benito Villagómez Rodríguez, Luis  Alejandro Rodríguez, Celia Fausto Lizaola, Roberto López González, José Antonio Mendoza Azpeitia y Jorge Urdapilleta Núñez, mediante la cual se propone la creación de la Ley Orgánica de la Procuraduría de la defensa fiscal y administrativa del estado de Jalisco y sus municipios, asimismo reforma y adiciona algunos artículos de la Constitución Política, Código Fiscal, ley de Hacienda Municipal, y Ley del Procedimiento Administrativo, todos los  ordenamientos antes citados del estado de Jalisco, por lo que exponemos los siguientes;
A N T E C E D E N T E S

I.- Con fecha 4 de Agosto del 2005, se presento en tribuna la iniciativa desarrollada por los diputados integrantes de esta Quincuagésima Séptima Legislatura. Jorge Aristóteles Sandoval Díaz, Hortensia María Luisa Noroña Quezada, Francisco Javier Hidalgo y Costilla Hernández, Félix Bañuelos Jiménez, Salvador Barajas del Toro, Jesús Casillas Romero, María del Rocío Corona Nakamura, Salvador Cosio Gaona, Joaquín Domínguez Benitez, Juvenal Esparza Vázquez, Enrique García Hernández, José María Arteaga, José Angel González Aldana, Javier Haro Tello, Ramiro Hernández García, Alberto Maldonado Chavarín, Jesús Elías Navarro Ortega, Julián Orozco González Armando Pérez Oliva, Manuel Benito Villagómez Rodríguez, Luis Alejandro Rodríguez, Celia Fausto Lizaola, Roberto López González, José Antonio Mendoza Azpeitia y Jorge Urdapilleta Núñez, mediante la cual se propone la creación de la ley orgánica de la procuraduría de la defensa fiscal y administrativa del estado de Jalisco y sus municipios, asimismo reforma y adiciona algunos artículos de la Constitución Política, Código Fiscal, Ley de Hacienda Municipal y Ley del Procedimiento Administrativo, todos los ordenamientos antes citados, del estado de Jalisco, por lo que exponemos los siguientes, siendo turnada para su discusión y en su caso aprobación a la Comisión de Hacienda y Presupuestos de este H. Congreso del Estado de Jalisco.

II.- La iniciativa fue turnada de acuerdo de Asamblea a las Comisiones de Hacienda y Presupuestos y Puntos Constitucionales, Estudios Legislativos y Reglamentos para su estudio y dictamen.
III.- Que en la Comisión de Puntos Constitucionales, estudios Legislativos y Reglamentos, dicha iniciativa le fue derivada al Dip. Pedro Ruiz Higuera, para la formulación del proyecto correspondiente, que en la Comisión de Hacienda y Presupuestos, con el sistema dispuesto por esa comisión  al diputado Jorge Aristóteles Sandoval Díaz para que presentara la propuesta de dictamen al interior de la comisión de hacienda.

C O N S I D E R A C I O N E S

I.- Que es facultad de los diputados, presentar iniciativas de ley o decreto conforme lo establece el artículo 28 fracción II de la Constitución Política del Estado de Jalisco, así como en lo dispuesto en el artículo 147 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Jalisco.
II.- Que de acuerdo con el artículo 35 de la Constitución Política del Estado de Jalisco, es facultad del Congreso legislar en todas las ramas del orden interior del Estado, expedir leyes y decretos y ejecutar actos sobre materias que le son propias, salvo aquellas concedidas al Congreso de la Unión conforme al Pacto Federal en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

III.- Que según lo dispuesto en el artículo 89 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Jalisco, es facultad de la Comisión de Hacienda y Presupuestos, el estudiar y dictaminar de los asuntos relacionados con la legislación en materia fiscal y hacendaria, la aprobación de las leyes de ingresos del Estado y de los municipios, la creación o derogación de impuestos extraordinarios o especiales, estatales o municipales, la supresión o creación de empleos públicos estatales, la autorización al Poder Ejecutivo del Estado, para la enajenación de inmuebles o constitución de derechos reales sobre los mismos, el gasto público del Estado y la dictaminación de su Presupuesto de Egresos, el otorgamiento de dispensas de ley por causas de utilidad pública sin perjuicio de terceros, la autorización al Poder Ejecutivo para contraer adeudos, la propuesta ante la Junta de Coordinación Política de la terna para el nombramiento del titular del órgano técnico de Hacienda Pública, la supervisión y coordinación del órgano técnico de Hacienda Pública, la propuesta a la Asamblea del nombramiento y la remoción de los servidores públicos del órgano técnico de Hacienda Pública, la vigilancia de que en el Presupuesto de Egresos del Estado de Jalisco no se realice la incorporación, bajo ninguna circunstancia, de bonos anuales o con cualquier otra periodicidad, gratificaciones por fin del encargo u otras percepciones de similar naturaleza, adicionales a la remuneración que legalmente deben recibir los servidores públicos, cualquiera que sea su denominación, de conformidad con la normatividad aplicable, la presentación, dentro del proceso de análisis de los presupuestos de egresos respectivos, a la Asamblea de los acuerdos legislativos que contengan las recomendaciones sobre percepciones salariales de los servidores públicos de todas las autoridades del Estado de Jalisco y sus Municipios, a que se refiere la Ley Estatal en materia de servidores públicos y las políticas, planes y programas en materia fiscal y hacendaria.

Que de conformidad a lo dispuesto por el artículo 97 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, corresponde a la Comisión de Puntos Constitucionales, Estudios Legislativos y Reglamentos, el análisis de los asuntos relacionados con la reforma a la Constitución Política del Estado de Jalisco, la reforma  las Leyes Orgánicas o reglamentarias de dispositivos de la Constitución del Estado, la revisión de los dictámenes de las demás comisiones, relativos a las leyes del estado, en cuanto a la constitucionalidad, contravención con otras normas legales, técnica legislativa, congruencia interna entre otras.

IV.- Que los autores de la iniciativa hacen mención de las siguientes consideraciones en su exposición de motivos:
I.- El que suscribe, miembro de la LVII Legislatura del Congreso del Estado de Jalisco, a través de los trabajos realizados como representante popular, ha encontrado entre los ciudadanos una demanda en cuanto a la necesidad de que se promueva de forma eficaz, la prevalencia del estado de derecho, por lo mismo para dar cumplimiento a nuestra responsabilidad como diputados debemos promover la creación de las instancias públicas que nos permitan garantizar a todos los ciudadanos, el ejercicio pleno de todos sus derechos en las diferentes esferas de la cuestión pública, por lo tanto es que estamos presentando esta iniciativa que impulsa el que nuestra Entidad Federativa sea pionera en la creación de Instituciones Públicas que tengan como objeto la atención y defensa real de los derechos de los hombres y mujeres que integran nuestra comunidad jalisciense.

En efecto, dentro del trabajo social y legislativo que hemos venido realizando, uno de los principales señalamientos de los ciudadanos en cuanto a los problemas que enfrentan, es la violación de sus derechos, derivado ello de los excesos de la Administración Pública Estatal y Municipal, los cuales continuamente transgreden los derechos sustantivos de los gobernados, violentando el diseño institucional de nuestra sociedad, lo que se viene a agravar si consideramos que hoy por hoy no existen medios realmente eficaces al alcance de estos, que les garanticen una adecuada defensa ante los abusos en materia fiscal y administrativa

Lo anterior por la falta de interés de las dependencias centralizadas del Gobierno del Estado, como de las autoridades Municipales de difundir entre la sociedad jalisciense la información que les ilustre adecuadamente sobre los derechos sustantivos más elementales que tanto la Carga Magna como las leyes locales ponen al servicio de los particulares, así como, la ausente difusión de la utilización de los medios de defensa, tanto administrativos como judiciales a que puede acceder el ciudadano común y desde luego la casi nula asesoría y  orientación a los gobernados respecto a los trámites más comunes y elementales ante la Administración Pública Estatal y Municipal. 
II.- Por ello es que considero conveniente, en aras de la “JURIDICIDAD” a que una sociedad organizada como la nuestra debe someterse, proponer la creación de un organismo especializado que vele por la reincorporación del actuar del Poder Público a la Constitucionalidad y Legalidad de sus Actos Administrativos y fiscales, en beneficio de la esfera jurídica de los gobernados jaliscienses. Otorgándole a dicho organismo la responsabilidad de la difusión de los derechos subjetivos de los particulares y de los medios de defensa a su alcance en la materia, pues sólo así podremos avanzar en el acotamiento de la discrecionalidad de las autoridades administrativas, máxime cuando éstas violentan el marco de derecho.

III.- Lo anterior tiene sustento, al tomar en cuenta que en el Estado de Jalisco y más particularmente en su Zona Metropolitana, en los últimos años ha sido creciente la demanda de ingresos tributarios por parte de dichos Ayuntamientos, lo que ha generado el que se presenten una serie de abusos, arbitrariedades e ilegalidades por parte de las autoridades administrativas, incluyendo las del orden Estatal, quienes en su afán recaudatorio transgreden los derechos subjetivos más elementales de los ciudadanos, sin que a la fecha exista más freno que el que imponga, de forma elitista, aquel que pueda pagar una buena defensa en los tribunales.
IV.- El creciente atropello de los derechos de los gobernados, se ha originado en parte por la falta de conocimientos técnicos que en materia administrativa y tributaria local padecen los servidores públicos  y desde luego por la necesidad recaudatoria de nuestra Entidad Federativa. Sin embargo ésta necesidad  no está acompañada de una mejor administración de los recursos públicos por parte de las diversas entidades de gobierno, lo que se constituye como una doble agravante para la ciudadanía, ya que se le somete a una serie de abusos al momento de la recaudación y posteriormente se le niegan los beneficios en materia de obra y servicios públicos, así vemos que año con año, en los presupuestos de  egresos tanto municipales como el estatal, existe un rubro del gasto público sumamente demandante  y no es precisamente aquel que tiene que ver con la inversión en infraestructura o gasto social, sino que, lastimosamente  es el “Gasto Corriente”, es decir, las nóminas del ya de por si obeso sistema burocrático del Estado de Jalisco y  algunos municipios.

V.- Independientemente de la reorientación que el Presupuesto de Egresos debe sufrir en la entidad, tenemos que poco o nada de esos recursos se han destinado para la protección de quien soporta el gasto público, es decir, el administrado jalisciense quien a través de la tributación aporta una muy importante porción para que el Estado sostenga su infraestructura burocrática, entre otras.

VI.- No podemos olvidar, que uno de los compromisos fundamentales de toda entidad pública, es la salvaguarda de los derechos sustantivos más elementales de los ciudadanos, derechos mejor conocidos como GARANTIAS INDIVIDUALES, que contempla nuestra Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las cuales son acogidas y reconocidas por el artículo 4° de la Constitución Política del Estado de Jalisco; luego entonces por un “principio de equilibrio”, si el Estado de Jalisco y sus principales Municipios económicamente hablando, destinan grandes cantidades de recursos en dinero e infraestructura, no sólo para soportar la gran masa burocrática que hoy se tiene, sino que también se invierte para que el Estado sea más eficaz en la recaudación tributaria y en su actuar como autoridad administrativa, empero, en el desarrollo de dichas actuaciones se cometen una serie innumerables abusos, arbitrariedades e ilegalidades en contra del mismo ciudadano que es el principal “contribuyente” y soporte precisamente de esa infraestructura gubernamental.
VII.- Ante esta situación es necesario que se creen las instituciones de asistencia pública especializadas en la materia administrativa y fiscal que brinden una asesoría y defensa gratuita al ciudadano, pues de otra manera no tendría, como no lo tiene hoy, sentido de justicia social alguno, el que por un lado, año con año se incremente las tasas y tarifas de las contribuciones locales y que las autoridades mediante sus actos administrativos transgredan de manera sistemática los derechos de todos los ciudadanos, a sabiendas de que estos sólo mediante juicios administrativos largos y costosos puedan acceder a la razón y legalidad, pareciera que la autoridad tanto estatal como municipal ah optado por la llamada “economía procesal”, es decir, mediante un acto de autoridad administrativo o fiscal, aún cuando no se encuentre debidamente fundado y motivado como lo señalan las leyes que dan origen a dichos actos, requieren a un contribuyente o le imponen un requisito u “obligación de un trámite administrativo”, sin el sustento legal correspondiente a sabiendas de que dentro de los miles de ciudadanos que se ven afectados por ello, sólo unos cuantos podrán por circunstancias económicas acceder a un despacho jurídico que los defienda, es entonces cuando se da dicha economía procesal, unos cuantos tienen la razón, a sabiendas que dichos actos de autoridad violan de manera sistemática, los derechos de los ciudadanos y contribuyentes jaliscienses, ejemplo; existen miles de ciudadanos que son requeridos por el incumplimiento de algún impuesto y a éstos la autoridad los notifica de ello mediante actuaciones dudosa y en su mayoría fuera de un contexto legal, es decir mal hecha la notificación el documento no cuenta con los requisitos de ley, etc., de éstos miles, sólo unos cuantos saben cuales son sus derechos y los hacen valer mediante el pago de un abogado, claro sin mencionar que aún así el trámite es lento y costoso, esto pasa de manera cotidiana y sistemática aún cuando la autoridad sabe que incurre en ilegalidad y sus actos no obstante que tienen fundamento legal en el fondo, en la forma violan todos y cada uno de los derechos de los contribuyentes jaliscienses.

VIII.- Lo anterior puede tener muchos soportes, el más evidente es el contemplar las estadísticas del Tribunal de lo Administrativo del Estado de Jalisco, pues basta ver como del año 2000 al actual, se ha venido incrementando paulatinamente el número de demandas nuevas recibidas por dicha autoridad jurídica, donde se reclaman medularmente, las ilegalidades que la administración pública local comete en perjuicio de los gobernados, sin embargo atentos al principio de LIBRE ACCESO A LA JUSTICIA, que contempla el arábigo 17 de nuestra Carta Magna, existen una infinidad de personas que por falta de recursos económicos que les permitan allegarse de la asesoría especializada de abogados y despachos de prestigio en el área, se quedan al margen de la aplicación de la justicia fiscal y administrativa local, situación que hoy el Congreso del Estado de Jalisco puede corregir mediante la creación de una Institución Pública Especializada que de forma gratuita asesore, oriente y defienda jurídicamente a los jaliscienses que lo requieran, es decir, necesitamos por así llamarlo un OMBUDSMAN ADMINISTRATIVO Y FISCAL LOCAL, que tome en sus manos la defensa y asesoría de los contribuyentes de la Entidad.
IX.- Vale la pena reconocer el esfuerzo que el Poder Legislativo Federal, ha hecho en tal sentido, reformando el Código Fiscal de la Federación, creando la “Procuraduría de la Defensa del Contribuyente”, lamentablemente a la fecha dicha propuesta no se ha podido consolidar.

X.- Hoy el Estado de Jalisco reclama conciencia y justicia social, así como la creación de una órgano autónomo, con independencia técnica y operativa, que por su estructura y atribuciones se constituya como un medio eficaz para dotar a los administrados jaliscienses de una mayor seguridad jurídica, evitando la discrecionalidad que en el ejercicio de sus facultades incurren las autoridades fiscales y administrativas, tanto Estatales como Municipales, e incluso su arbitrariedad.  Tales servicios se reclaman en forma gratuita, es por ello que la necesidad de crear una “PROCURADURIA DE LA DEFENSA FISCAL Y ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS” que vele de forma gratuita por los intereses de los contribuyentes jaliscienses sobre todo los de escasos recursos.

XI.- Debe quedar perfectamente asentado, que si bien es cierto la creación del organismo que se propone puede significar la erección de un “antagónico” de la Administración Pública Estatal y Municipal, lo realmente verídico es que ésta Institución cuya creación hoy se propone, no tiene como propósito el ser un instrumento para la evasión fiscal, sino por el contrario, su misión fundamental, es generar una cultura contributiva entre los jaliscienses y educar a las autoridades sobre la correcta aplicación de la ley fiscal y administrativa, lo que implica la divulgación de los derechos, normas procedimientos y medios de defensa con que cuenta el gobernado para que se pronuncie y haga valer su voz cuando estime lesionados sus intereses tributarios, así como la asistencia y defensa ordinaria en los tribunales.
XII.- Además, la única forma de que el Estado y los Municipios puedan eficientar la aplicación de los procedimientos fiscales y administrativos, es partiendo de un conocimiento aceptable de la Ley, por parte de su clase burocrática, así como una conciencia y sensibilidad cívica adecuada que les permita una ejecución objetiva de la norma, lejos de interpretaciones meramente caprichosas, recaudatorias o temerarias y por supuesto que una autoridad administrativa que se distinga por respetar la legalidad gozará de la imagen y prestigio ante los ciudadanos, que desgraciadamente hoy no tiene.

XIII.- Tampoco se trata de negar ingresos al Gobierno Estatal o los Municipales, por aquello del patrocinio judicial gratuito, pues si en el caso, estas percepciones fueron pretendidas sin un sustento jurídico viable, técnicamente no pueden estimarse como ingresos gubernamentales lícitos, máxime que en todo caso y de cualquier manera el gobernado podrá reclamar la devolución del pago de lo indebido en los términos del Código Fiscal del Estado y demás disposiciones aplicables.  Por el contrario, de lo que se trata con el surgimiento del organismos que se propone, es el fomentar una cultura ciudadana de tributación y de respeto a la Ley, lo que sin duda con el paso de tiempo se verá reflejada con una creciente tributación, la cual sería, en todo caso, por virtud de la conciencia ciudadana del deber de tributar a los gastos públicos, así como con el exacto cumplimiento de sus obligaciones y no por el infundir el terror a través de pretender amedrentar a los gobernados a pagar por pagar, sino que la Procuraduría velará por que el actuar del Estado sea con el más estricto apego a la juridicidad.
XIV.- Por supuesto que en la medida en que el Poder Ejecutivo Estatal y los Municipales, comiencen a sujetarse a la legalidad en los procedimientos del orden fiscal y administrativo, lograremos autoridades más eficaces, más ciudadanas y por supuesto más respetables.
XV.- El panorama ideal sería que algún día la Procuraduría que se propone, dejara de existir ante la ausencia de actuaciones ilegales por parte de las autoridades hacendarias y administrativas estatales y municipales y que los derechos sustantivos de los particulares ya no sean violados por estas, al menos no con la frecuencia que las reclama en costumbre, entonces y sólo entonces, sepultaríamos dicha institución con el agrado y la satisfacción del deber cumplido, por lo pronto la sociedad reclama que se les asesore y se les defienda ante la autoridad local.

XVI.- Por otro lado, los servicios que prestará este organismo serán públicos y obligatorios y se harán de forma gratuita y bajo los principios de probidad, honradez y profesionalismo.  Dichos servicios, medularmente los de asesoría, consulta, representación y defensa jurídica de los gobernados a nivel estatal y municipal, lo que implica que sus integrantes podrán litigar a nombre de los particulares, servicios que se otorgarán siempre a petición de los interesados.  Lo anterior con la finalidad de garantizar el derecho de los ciudadanos a recibir justicia en materia fiscal y administrativa en el orden estatal y municipal, mediante la consulta, asesoría, representación y defensa legal.
XVII.- Para la creación de la “PROCURADURIA DE LA DEFENSA FISCAL Y ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS”, es necesario darle sustento jurídico y por supuesto otorgarle autonomía, toda vez que dicha procuraduría no debe depender de algún poder público ya que su actuar es ante estos, por tal razón se debe de reformar la Constitución Política; El Código Fiscal, La Ley de Hacienda del Estado y la Municipal, así como La Ley del Procedimiento Administrativo, todas ellas del Estado de Jalisco. De igual forma es necesaria la creación de la Ley Orgánica que le de vida y por ende que señale cuales son sus atribuciones, obligaciones y el funcionamiento de la misma, entre otras cosas.
V.-  De acuerdo con las consideraciones vertidas, esta comisión hace suyas las preocupaciones, así como los objetivos que plantean los diputados autores de la iniciativa, únicamente por lo que se refiere a la necesidad de crear una dependencia del Poder Ejecutivo encargada de apoyar mediante asesoría legal y representación a los contribuyentes que así lo soliciten cuando se vean involucrados en algún litigio del índole fiscal, más no así en la necesidad de crear una nueva estructura burocrática dotada de autonomía, como pretenden los autores de la iniciativa, porque ello en vez de beneficiar a los contribuyentes para que tengan un verdadero apoyo legal, va a acrecentar la estructura laboral del estado, desviando los recursos que pudiesen aplicarse a la defensa de contribuyente en forma efectiva, al pago de nóminas y sueldos de los servidores públicos que se integren a dicho organismo autónomo, por ello no se considera viable la reforma Constitucional planteada, para dotar reautonomía a la Procuraduría de la Defensa del Contribuyente, sino que se pretende crear como un organismo descentralizado vez que se considera su aprobación como un fortalecimiento del marco jurídico de nuestro estado en beneficio de los ciudadanos.

Por lo anteriormente expuesto y de conformidad a lo establecido por el artículo 157 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, en tiempo y forma se resuelve y sometemos a la elevada consideración de ustedes ciudadanos diputados, el siguiente proyecto de:

DICTAMEN DE DECRETO QUE ADICIONA EL ARTICULO 48 BIS DEL CODIGO FISCAL, SE ADICIONA EL ARTICULO 19 A Y 41 A, DE LA LEY DE HACIENDA MUNICIPAL, SE REFORMA EL TITULO SEXTO; SE ADICIONA EL CAPITULO PRIMERO Y SEGUNDO Y UN ARTICULO 155 A LA LEY DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO, SE CREA LA LEY ORGANICA DE LA PROCURADURIA DE LA DEFENSA FISCAL Y ADMINISTRATIVA, TODOS LOS ORDENAMIENTOS DEL ESTADO DE JALISCO.
LA COMISION DE PUNTOS CONSTITUCIONALES

ESTUDIOS LEGISLATIVOS Y REGLAMENTOS

DIP. PEDRO RUIZ HIGUERA

PRESIDENTE

DIP. ALFREDO ARGUELLES BASAVE

DIP. RICARDO RIOS BOJORQUEZ

VOCAL





VOCAL

DIP. JAVIER ALEJANDRO MACIAS

DIP. SALVADOR COSIO GAONA

VOCAL





VOCAL

DIP. FRANCISCO JAVIER HIDALGO

DIP. LUIS ALEJANDRO RODRIGUEZ

COSTILLA HERNANDEZ


VOCAL

VOCAL


DIP. MARTHA RUTH DEL TORO

DIP. ROBERTO GARCIA DE LA 

GAYTAN




TORRE

VOCAL





VOCAL
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